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			La crisis ha provocado unas enormes pérdidas económicas y de bienestar a las familias y a las empresas españolas de las que tardaremos tiempo en recuperarnos. Pero sobre todo ha dejado tras de sí una profunda desazón social y zozobra, y al mismo tiempo una opinión pública ensimismada en los problemas de nuestro país, como si éstos pudieran resolverse, o tan siquiera entenderse, haciendo abstracción de las fuerzas que gobiernan la economía global y que la seguirán transformando en las próximas décadas. El debate económico en España suele prestar poca atención a lo que ocurre en el resto del mundo. Y, cuando lo hace, muchas veces sólo mira al exterior para buscar el origen de nuestros problemas, como si éstos fueran ajenos a las oportunidades que hemos dejado pasar por decisiones que la propia sociedad ha adoptado en el pasado. Sin embargo, mucho de lo que lleva ya años ocurriendo, tanto a nosotros como a otras economías desarrolladas, tiene que ver con la ausencia de respuestas adecuadas a la incorporación de grandes países emergentes a las cadenas globales de producción de valor. 




			Este libro no trata de la crisis. De hecho, sólo miramos al pasado para identificar cuándo y por qué se truncó el ritmo de una economía que parecía lanzada a alcanzar los niveles de bienestar de los que hoy gozan los países más avanzados del planeta. Este libro es el resultado de un esfuerzo por entender las causas últimas del insuficiente desarrollo de la economía española y los resortes en los que apoyarnos para corregir nuestras debilidades. Nos interesa más mirar hacia adelante, a un futuro en el que España retome la senda de convergencia con aquellos países que pueden servirnos de referencia en términos de bienestar y progreso social. Una convergencia que es posible pero que no es en absoluto segura, ya que sólo fructificará si la sociedad toma las decisiones adecuadas. 




			¿Por qué no ocupa España un lugar más destacado entre los países desarrollados? El nivel de renta per cápita no es equivalente al de bienestar de los ciudadanos de un país, pero lo aproxima bastante bien, ya que las economías más ricas suelen disfrutar también de mejores condiciones sociales (sanidad, pensiones, tasa de paro, calidad institucional, equidad o educación). Si medimos el éxito de una economía por la renta por habitante, las cosas en España empezaron a torcerse en términos relativos desde mucho antes de que empezara la crisis económica en 2008. En las tres décadas anteriores, nuestro país avanzó mucho, pero también lo hicieron otras sociedades más prósperas. España no ha sido en los últimos treinta años ni un milagro económico ni tampoco un fracaso. Pero ha perdido oportunidades: desde finales de los setenta dejamos de crecer más rápidamente que las economías más ricas de Europa, con lo que nuestra distancia con ellas se estancó y empezó a moverse fundamentalmente bajo el dictado del ciclo económico. En las expansiones creábamos más empleo y reducíamos la diferencia en renta per cápita, pero en las recesiones lo destruíamos más rápidamente, descolgándonos de esos países. Lo que nos ha ocurrido desde 1999 es un buen ejemplo de ello. Un evento único como fue la creación del euro dio un impulso indudable a nuestra economía que, no obstante, tampoco supimos aprovechar para desarrollar bases más sólidas de crecimiento a largo plazo. 




			Tras años de dictadura, el esfuerzo político y social para alcanzar la integración en Europa mereció la pena. La incorporación a la Comunidad Económica Europea en 1985 parecía suficiente para garantizarnos una posición relativamente confortable en la periferia del mundo desarrollado, en donde algunas ventajas de producir a costes y salarios más bajos que nuestros socios eran suficientes para atraer capital exterior y crecer así más rápidamente que los demás. Pero España accedió de pleno a Europa justo cuando el mundo estaba entrando en una fase nueva en la historia. Con la globalización económica, pasamos a estar sometidos a una competencia intensa con los países emergentes. Esta fase de globalización ha permitido mejorar las condiciones de vida de cientos de millones de personas en el mundo, tanto en las economías emergentes como entre los consumidores de las economías desarrolladas, que han podido acceder a más bienes y a mejores precios. Pero ha supuesto retos muy importantes para las empresas y para los trabajadores, que han sentido de cerca la presencia de esos nuevos competidores. Algunas sociedades han entendido mejor que otras esos desafíos y llevan años adaptándose con éxito a la nueva economía global. Así, los países más desarrollados del centro y norte de Europa mantuvieron su ventaja competitiva reforzando la eficiencia económica y la cohesión social mediante las reformas apropiadas, no exentas de sacrificios, la transformación de sus economías y la modernización de su Estado de bienestar. Mientras, España, al igual que otros países del sur de Europa, no supo entender estos retos ni adaptarse por completo a un mundo con más oportunidades pero también más exigente. 




			El acceso a la primera fase de la unión monetaria fue otra oportunidad que nos ganamos gracias a un notable esfuerzo de la sociedad y que, en buena medida, también hemos desaprovechado. Unos bajos tipos de interés, la movilidad del trabajo y del capital y un panorama macroeconómico estable, como no lo habíamos conocido en la historia reciente, constituían un caldo de cultivo inmejorable para la modernización definitiva de nuestro tejido productivo. Y, sin embargo, de nuevo optamos por buscar atajos, por crecer sobre la base de un exceso de demanda interna apoyada en la creación de empleo de baja calidad y en el recurso al endeudamiento privado, sobre todo con el exterior. La crisis financiera vino a poner fin a este modelo y a sus desequilibrios, con un brusco ajuste que, aunque en otras condiciones internacionales podría haber sido más suave, era en cualquier caso inevitable. 




			Aunque a corto plazo es urgente resolver las duras secuelas de la crisis, no podemos conformarnos sólo con eso. Tenemos que mejorar lo que ya no funcionaba bien antes y extender los casos de éxito y nuestras fortalezas, que también las hay y son muchas, al conjunto de la economía. Si no lo hacemos, estaremos renunciando a los niveles de progreso económico y bienestar social de los países más avanzados del mundo, que se sostienen sobre economías competitivas, sobre un uso intensivo y una remuneración adecuada de un capital humano y tecnológico cada vez mejor, y sobre unas instituciones eficientes en lo económico e inclusivas en lo social. Si no tomamos las decisiones adecuadas, España corre el riesgo de instalarse entre los países perdedores de la globalización y del cambio tecnológico, lo que nos llevaría posiblemente a cerrarnos en nosotros mismos, perdiendo la perspectiva de lo que pasa en el resto del mundo y dejando pasar otra oportunidad más, viendo cómo países que toman mejores decisiones nos adelantan y alejándonos de los países hacia los que deberíamos converger. 




			Este libro va dirigido a aquellas personas interesadas en los problemas económicos y sociales de nuestro país, sin que sea necesaria para su lectura una especial formación en Economía. La redacción pretende reflejar nuestra doble vertiente profesional. Fruto de nuestra preocupación como docentes, hemos tratado de hacer un libro pedagógico para que los conceptos y el análisis económico que utilizamos se entiendan bien. Intentamos presentar las ideas de forma clara y sencilla, como hemos hecho en muchas conferencias ante un público no especialista. Todo ello sin perder el rigor que cualquier debate serio requiere. Esperamos, pues, que también el lector más especializado y nuestros compañeros de investigación no encuentren fisuras ni inconsistencias en nuestros razonamientos, más allá de las lógicas discrepancias intelectuales. 




			El hilo conductor de los distintos capítulos es fácil de seguir y está guiado principalmente por las teorías que tratan de explicar los hechos y evidencias del crecimiento económico a largo plazo. Evaluamos la distancia de España con respecto a los países más avanzados de la Unión Europea (UE) y Estados Unidos utilizando una amplia batería de indicadores que resumen nuestra situación económica y social: empleo, eficiencia empresarial, posición exterior, capital humano, capital tecnológico, estructura fiscal o de gasto, y desigualdad, entre otros. Una vez señaladas estas diferencias, analizamos las principales causas de nuestro atraso relativo y proponemos una serie de medidas para su superación en el medio y largo plazo. Aunque cada capítulo se puede leer por separado, hacerlo en el orden con el que aparecen en el libro ayuda a entender cómo sus contenidos se relacionan entre sí y permite tener una visión más integral de los mensajes que queremos transmitir. 




			Hemos tratado de aplicar al análisis de los problemas de la economía española el mismo enfoque dinámico y macroeconómico con el que hemos abordado la investigación en Economía, que constituye nuestra dedicación profesional. Por dinámico entendemos no sólo saber de dónde venimos, sino sobre todo tener en cuenta que de las políticas que se adopten hoy se derivarán una serie de incentivos que marcarán las decisiones de trabajadores, consumidores y empresas en el futuro. Mientras que por una perspectiva general o macroeconómica entendemos intentar evitar las asociaciones engañosamente sencillas e inmediatas entre eventos o variables económicas, circunscritas a sólo una parte de los mercados o de la sociedad, sin tener en cuenta los efectos sobre el resto. En una economía moderna y compleja, las elecciones de los individuos en sus distintos ámbitos de decisión dan lugar a una interacción entre fenómenos económicos y sociales que una visión parcial puede malinterpretar. 




			Nuestra experiencia es que cuando se analizan los problemas desde una perspectiva amplia tanto en el tiempo como en su contexto macroeconómico, muchas de las soluciones que parecen más obvias no son necesariamente las más adecuadas y pueden incluso llegar a generar problemas aún peores. Y damos mucha importancia a los incentivos. Las debilidades de España no son resultado del azar o de nuestros genes. Un deficiente entramado institucional, una regulación inadecuada y un sistema perverso de incentivos, que pueden y deben corregirse, son suficientes para explicar muchos de nuestros problemas: un mercado de trabajo que no funciona bien, un número excesivo de empresas de tamaño muy reducido y con escasa o nula vocación internacional, una insuficiente dotación de capital humano o la excesiva desigualdad de la renta. 




			Cualquier solución que se proponga a problemas tan importantes como los anteriores incorpora siempre algún tipo de coste, por lo que nuestro objetivo con este libro no es vender recetas fáciles ni milagrosas, ni que agraden a todo el mundo. Uno de los mayores enemigos del progreso es pensar que hay atajos, menús gratis o premios sin esfuerzo. La parte del debate económico y social de hoy día que consideramos menos fructífera es aquella que se contenta con tratar de identificar culpables de la situación actual, que unos encuentran en tal o cual partido o agente social, otros en el sistema financiero, en Europa, en Estados Unidos, en la competencia de los emergentes, o en todos ellos a la vez. Un debate así se basa en prejuicios ideológicos que impiden aceptar otras visiones más amplias y esconde las consecuencias de sus propuestas, mientras simplifica y caricaturiza las realizadas desde otras posiciones. 




			Nosotros preferimos centrarnos en las decisiones de una sociedad madura que asume las consecuencias de sus elecciones, unas más acertadas que otras, a sabiendas de que las reformas necesarias pueden suponer esfuerzos y sacrificios a corto plazo que, desgraciadamente, no siempre se reparten equitativamente. Que las soluciones que proponemos tarden tiempo en surtir los efectos deseados no las hace menos sino mucho más urgentes. Que su aplicación suponga un coste mayor para algunos grupos sociales que para otros tampoco debe ser una excusa para no acometerlas. Si con las reformas se acaba con situaciones de privilegio injustificado, bienvenidas sean. Si, por el contrario, su coste inmediato recae sobre algún grupo social más desfavorecido, será preciso acompañarlas de medidas transitorias que compensen estos efectos negativos, porque a largo plazo es a esos grupos a los que más deben beneficiar estas políticas si están bien diseñadas. 




			Las soluciones propuestas a los problemas, en muchos casos crónicos, no son en absoluto sencillas y están sujetas a la incertidumbre sobre su eficacia. Las reformas no acaban cuando se diseñan y se aprueban. En ese momento es cuando verdaderamente empiezan, ya que es necesario evaluar sus efectos, y ver lo que no funciona para rediseñar y cambiar lo que sea preciso. Creemos que la evaluación junto con la transparencia y la rendición de cuentas son los grandes retos de las políticas públicas en los próximos años, lo que requiere también de una opinión pública más exigente en estos ámbitos. 




			Con este libro queremos contribuir a entender hacia dónde tiene que ir nuestro país y cómo lograrlo para conseguir un futuro mejor. Por ello, el mensaje de este libro no es pesimista. Al contrario, lo pretendemos esperanzador porque mostramos que los problemas tienen solución. Y somos optimistas porque, más allá de las debilidades de nuestra organización económica y social, también señalamos sus numerosas fortalezas, propias de una economía tan dual como la española. Además, porque en muchos casos las soluciones a nuestros problemas no requieren inventar nada nuevo, sino simplemente extender las mejores prácticas que ya están funcionando en nuestra economía o adaptar las experimentadas en los países que queremos que sean nuestra referencia. Países que, como los más avanzados de la UE, también han superado en algún momento pasado problemas similares a los nuestros. Cuando hemos defendido públicamente algunas de las propuestas que explicamos en este libro, nos hemos encontrado en ocasiones con la reacción, estamos convencidos que minoritaria, de que lo que vale para países del norte o centro de Europa no sirve para España, porque somos diferentes. La enorme diversidad que presenta Europa la engrandece y, en cualquier caso, no es obstáculo en absoluto para que España alcance los niveles de bienestar y prosperidad de los países más avanzados, con los incentivos, instituciones y el capital humano adecuados. Si otros lo han hecho antes, no hay nada que nos impida a nosotros hacerlo ahora. 




			Afortunadamente, España depende de sí misma y además cuenta con la incuestionable ventaja de pertenecer a la UE, que sigue siendo un referente mundial del progreso económico inclusivo. En situaciones tan difíciles como la nuestra, otros países han tenido que afrontar antes la modernización de su Estado de bienestar y la transformación de sus sociedades. Ahora les toca a España y a otras economías europeas afrontar el reto de abordar con éxito la globalización, tratando no sólo de no descolgarse del crecimiento mundial, sino de aprovecharlo para reducir brechas estructurales en productividad, empleo, renta per cápita y equidad respecto a países que disfrutan de un mayor bienestar social. 




			Además, es preferible abordar este esfuerzo y los indudables costes que supone dentro de una Europa más cohesionada. La necesidad de una unión económica y monetaria más genuina va más allá de facilitar la recuperación tras la última crisis y de tener la capacidad de enfrentarnos con éxito a las que vendrán. Para eso podría ser suficiente con una UE mejor diseñada pero todavía de mínimos. Sin embargo, como ciudadanos europeos debemos aspirar a más. Por una parte, a que la convergencia en niveles de bienestar de los países miembros sea efectiva para legitimar ante todos los europeos el proceso de integración. Por otra, a una unidad política que nos permita afrontar desafíos todavía mayores de carácter geoestratégico o de seguridad internacional, tratados comerciales o el riesgo de cambio climático, así como los asociados a una demografía adversa y al envejecimiento de la población o a la sostenibilidad del Estado de bienestar, que son comunes a todos los territorios de la Unión. Una sociedad española capaz de resolver sus problemas puede servir de ejemplo para otros países en situaciones similares. Asimismo, mostrará a los países hoy más avanzados que no buscamos que las transferencias de renta vayan siempre en la misma dirección. Sólo así será posible construir una relación basada en la confianza mutua y lograr una UE verdaderamente sólida, que debe ser el instrumento para gestionar y protagonizar el proceso de globalización, sirviendo de referente social, político y económico a otros muchos países. 




			Sería imposible hacer justicia al origen intelectual de todas las reflexiones y propuestas que se exponen en esta obra. Las referencias bibliográficas al final del libro dan una idea, aproximada por incompleta, de los numerosos trabajos de investigadores españoles y extranjeros que nos han servido para cimentar los argumentos que se exponen en él. El trabajo conjunto de investigación de muchos años, en unos casos, y las discusiones sobre los principales temas abordados en el libro, en otros, con Óscar Álvarez, Óscar Arce, José E. Boscá, Pablo Burriel, Amparo Castelló, Antonio Cutanda, Ángel de la Fuente, Javier Escribá, Javier Ferri, Jaume García, José Ignacio Goirigolzarri, José Manuel González-Páramo, César Molinas, Jorge Sicilia, David Taguas, Juan Varela y otros numerosos amigos han servido para dar forma a muchas de las tesis que exponemos aquí. Miguel Cardoso, Mónica Correa, Ángel Estrada, Agustín García, Luis González Calbet, Florentino Felgueroso, Juan Ramón García, Ramón García, Juan Luis Gimeno, Pablo Hernández de Cos, Miguel Jiménez, Juan Francisco Jimeno, Enrique Marazuela, David Puente, Pep Ruiz, Álvaro Sanmartín y Camilo Ulloa contribuyeron con opiniones expertas, sugerencias y comentarios muy valiosos, recogidos en esta versión final. Por último, pero no menos importante, hemos aprovechado la interacción con compañeros de investigación del Servicio de Estudios del BBVA, del Banco de España, de los ministerios de Economía, de Hacienda y de Empleo y Seguridad Social, de la Universidad de Valencia, en proyectos de investigación, muchos de los cuales han contado con el apoyo siempre decidido de la Fundación Rafael del Pino, y con los asistentes a numerosas presentaciones públicas tanto en seminarios académicos como en conferencias de divulgación, en las que hemos encontrado un público ávido de información rigurosa y de un debate sosegado. De todos ellos hemos aprendido mucho y a todos ellos les estamos muy agradecidos. 




			El agradecimiento a nuestras familias va mucho más allá de lo que se puede expresar en la dedicatoria inicial del libro y en estas líneas. 




			



	    


	 	

	    

             




			Capítulo 1




			 




			
Los retos de la economía española 




			 




			La crisis económica ha supuesto para España un cambio más profundo de lo que reflejan sus cifras macroeconómicas. De ser un país que parecía lanzado a alcanzar los niveles de bienestar de los que disfrutan nuestros vecinos más avanzados, en los momentos álgidos de crisis pasó a encontrarse señalado internacionalmente como uno de los enfermos de Europa. Un país en el que algunos incluso auguraban que el euro se jugaba su futuro como proyecto político y económico. Iniciada la recuperación, nuestros esfuerzos se centran ahora en tratar de remontar una recesión que ha durado seis largos años y ha tenido nefastas consecuencias, sobre todo en lo que se refiere a las elevadas tasas de desempleo y su efecto sobre los sectores más desfavorecidos de la sociedad. Sin embargo, para lograrlo no debemos incurrir en los errores del pasado. Unos errores que nos llevaron a buscar atajos inexistentes y que generaron unos desequilibrios reflejados en un nivel de endeudamiento que está detrás de la endeblez de nuestro modelo de crecimiento. Ese modelo era insostenible en condiciones normales y es simplemente imposible de reproducir en la actualidad. 




			No debemos volver a unas pautas de crecimiento que son, en buena medida, responsables de la situación actual. Al contrario, hay que definir claramente cuáles son los objetivos que persigue nuestra sociedad, para después identificar todos los cambios necesarios para acercarnos a aquellos países que lo han hecho mejor que nosotros en términos económicos y sociales. Para ello es necesario fijarse en esas sociedades y tratar de emularlas en sus aspectos más positivos. Pero es muy importante optar por un objetivo ambicioso que no se limite a aspirar a alcanzar la media de la UE, sino a converger a largo plazo con los países más avanzados dentro y fuera de ella. 




			En este libro no queremos hablar de las causas y los efectos de la crisis, que ya han sido ampliamente analizados por otros autores, sino de los retos a largo plazo a los que se enfrenta nuestro país, planteando propuestas para abordarlos con éxito.1 España necesita no sólo superar las consecuencias de la actual crisis financiera y remediar los desequilibrios acumulados antes y durante la misma, sino también situar su economía en el camino hacia un mayor progreso económico y social. La consecución de este objetivo llevará tiempo incluso si hacemos las cosas bien. 




			Para entender la naturaleza del reto que tenemos por delante empezamos proponiendo un sencillo ejercicio que compara la evolución de las últimas décadas y la situación actual de la economía española con un grupo de países que consideramos referentes mundiales en cuanto a niveles de desarrollo y de bienestar. El objetivo es identificar las causas principales de nuestra distancia respecto a esas economías como un paso previo para corregirlas, con la finalidad de recuperar primero y acelerar después la senda de convergencia hacia los niveles de desarrollo de esos países. Realizamos esta comparación en términos de la renta per cápita, como una primera aproximación al bienestar social y por la disponibilidad de datos comparables entre países, no sólo referidos a esta variable sino a sus principales determinantes. Sin embargo, el bienestar depende de otros muchos factores cuya importancia va a ir haciéndose patente más adelante. La renta per cápita nos ofrece una primera aproximación que iremos completando con información referida a la distribución de la renta, el nivel de educación y de provisión de servicios públicos, y la calidad institucional, entre otros indicadores. Toda esa información, sin embargo, nos confirmará que la posición relativa de España en el contexto internacional medida inicialmente por la renta por habitante es muy similar a la que se observa una vez que se lleva a cabo un análisis más completo y detallado. 




			Nuestro punto de partida es el análisis de la evolución y las causas de la distancia relativa en renta per cápita de España respecto a Estados Unidos y a un grupo de ocho economías europeas que consideramos nuestros referentes. Este grupo de países, al que denominamos UE8, está constituido por Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Holanda, Reino Unido y Suecia, y representa el 40,1 por ciento de la población de la UE y el 47,8 por ciento de su producto interior bruto (PIB). Como veremos a lo largo del libro, este grupo de países se caracteriza por liderar el conjunto de la UE en un amplio conjunto de indicadores que determinan el nivel de renta per cápita (un 22,4 por ciento superior al de la media de la UE), la productividad, el empleo y la distribución de la renta. 




			Tras la Gran Depresión, Alvin Hansen llamó la atención sobre el riesgo de una ralentización permanente del ritmo de crecimiento de las economías y de una situación de insuficiencia crónica en la demanda de inversión para restablecer el pleno empleo. Larry Summers ha rescatado recientemente esta idea del estancamiento secular para referirse a la situación que afrontan las economías desarrolladas en la actualidad.2 Para España, dada nuestra distancia con respecto a las economías más avanzadas, el riesgo de reducción del crecimiento potencial de esos países es un problema de segundo orden comparado con el que supone el hecho de que hayamos dejado de acercamos a su nivel de bienestar. Para ilustrar nuestro argumento, en el gráfico 1 mostramos que el componente cíclico tiene una importancia relativa menor que el estructural en la distancia de la renta por persona en edad de trabajar entre España, Estados Unidos y la UE8. 
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			El componente cíclico (asociado a la propia crisis) mide la distancia entre la renta observada en cada país y la que éste habría alcanzado si su economía no estuviera ni en expansión ni en recesión, representada en el gráfico 1 por la línea de puntos. Como puede observarse, la brecha cíclica causada por la crisis había desaparecido en Estados Unidos en 2014, mientras que en España se situaba todavía cerca del 5 por ciento. Los estímulos monetarios y fiscales pueden ayudar a reducir esta distancia y con ella el desempleo cíclico, lo que es un objetivo irrenunciable. En esta tarea, el papel de Europa es fundamental dado que carecemos de autonomía monetaria y nuestro margen de maniobra fiscal es muy reducido. Pero los estímulos monetarios y fiscales de hoy no son un menú gratis, ya que deben ser compensados por medidas de carácter más restrictivo cuando la economía se recupere en el futuro. 




			La verdadera medida de nuestros problemas de fondo se refleja en la distancia entre nuestro nivel de renta estructural y la de los países más avanzados. De una forma muy simplificada se puede decir que a corto plazo tenemos que cerrar la brecha cíclica respecto a nuestro propio PIB per cápita estructural, del que nos hemos alejado a consecuencia de la crisis. Pero a largo plazo es más importante reducir la distancia con países cuya renta per cápita potencial o estructural es entre un 17 por ciento, en el caso de la UE8, y un 37,5 por ciento, en el de Estados Unidos, superior a la nuestra. Las políticas de demanda son complementarias pero no pueden sustituir a las reformas que deben emprenderse para afrontar los retos de largo plazo. No debemos caer en la trampa de pensar que todos nuestros problemas se resuelven con aumentos del gasto, si éstos van más allá de lo que nuestra capacidad productiva permite, generando falsas esperanzas y desviando la atención de los verdaderos retos. Las medidas adecuadas para reducir la distancia estructural con Estados Unidos y la UE8 son aquellas que tienen efectos permanentes sobre la acumulación de factores productivos y la eficiencia con la que los utilizamos, y que, por lo tanto, corrigen unas debilidades de nuestra economía que vienen de lejos. 




			Alvin Hansen señalaba que el progreso económico afecta al nivel de vida principalmente mediante la mejora de la productividad y de la renta per cápita, y subrayaba que los elementos constitutivos de ese progreso son los nuevos inventos, los nuevos territorios y el crecimiento de la población. Trasladados a nuestros días, los retos de la economía española son similares: reducir la distancia con la frontera mundial de conocimiento, crecer en nuevos mercados para no quedar atrás en el imparable proceso de globalización y atraer capital humano para afrontar los riesgos del envejecimiento y de una evolución demográfica adversa. 




			 




			1. La evolución de la renta per cápita y de sus determinantes 




			 




			¿Cómo ha evolucionado la renta per cápita en España en comparación con la de los países más avanzados del mundo, Estados Unidos y la UE8?3 La renta per cápita no es más que el resultado de multiplicar el PIB por persona en edad de trabajar por el porcentaje que representa este amplio grupo de edad en la población total: 
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			La participación de la población en edad de trabajar (entre los quince y los sesenta y cuatro años, en casi todos los países de la OCDE) sobre la población total es una de las características de la estructura demográfica de un país que tiene una gran importancia en la consecución del equilibrio entre los recursos y el gasto del Estado de bienestar (principalmente educación, sanidad y pensiones). Sin embargo, puesto que las disparidades entre España, Estados Unidos y la UE8 en términos de este componente demográfico son relativamente reducidas, la mayor parte de las diferencias en renta per cápita se explican principalmente por el PIB por persona en edad de trabajar. 
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			Una manera alternativa de representar el gráfico 1 es la que muestra el gráfico 2, en el que las rentas per cápita de España y de la UE8 aparecen en términos relativos a la de Estados Unidos. Como podemos apreciar, España redujo su diferencia en renta por persona en edad de trabajar con los países más avanzados de la UE, y éstos a su vez lo hicieron con Estados Unidos, de una forma rápida y sostenida desde 1950 hasta 1975. Ambos procesos se detuvieron como consecuencia de la crisis de las décadas de los setenta y los ochenta, y desde entonces la diferencia ha fluctuado, acercándose en las expansiones y ampliándose en las recesiones. En el caso de España, desde comienzos de los ochenta, la distancia ha oscilado alrededor de un 40 por ciento respecto a Estados Unidos y algo menos de un 20 por ciento respecto a la UE8. Lo que resulta evidente es que el progresivo acercamiento de la renta por persona en edad de trabajar en España a la de Estados Unidos y la UE8 parece haberse detenido hace varias décadas. 




			La ausencia de convergencia desde mediados de los años setenta también se puede ilustrar midiendo los años que España ha tardado en alcanzar un determinado nivel de renta per cápita alcanzado previamente por Estados Unidos y la UE8. En 1970, la renta por persona en edad de trabajar en España era muy similar a la que Estados Unidos había alcanzado en 1950 o a la de la UE8 en 1960. Es decir, una diferencia de veinte y diez años respectivamente. Desde entonces, esa distancia temporal se mantuvo más o menos constante hasta el inicio de la crisis actual. Esto indica que, aunque el nivel de vida en España mejoró mucho entre 1970 y 2007, también lo hizo en los países más avanzados, por lo que durante casi cuatro décadas el gap temporal se ha mantenido estable. Una de las secuelas de la crisis actual es que esta distancia ha vuelto a aumentar. Para encontrar en Estados Unidos una renta por persona en edad de trabajar como la de España en 2013 hay que ir hasta 1983, es decir, treinta años antes, cuando muchos de los bienes y servicios que hoy consideramos importantes para nuestro bienestar no estaban disponibles para su uso masivo, o incluso no habían sido inventados. 




			El PIB por persona en edad de trabajar es a su vez el producto de la tasa de actividad (el número de personas que están dispuestas a trabajar sobre la población potencialmente activa), la tasa de empleo (la población ocupada en relación con la que está dispuesta a trabajar, que a su vez es igual a la unidad menos la tasa de desempleo), el número medio de horas trabajadas por empleado y el PIB por hora trabajada: 
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			Cada uno de estos componentes viene determinado por factores muy diversos que han evolucionado también de forma muy diferente en España y en los países que hemos tomado como referencia. En el gráfico 3 se observa que la distancia relativa de España en términos de PIB por hora trabajada o productividad se redujo significativamente desde 1960, tanto con respecto a la UE8 como, sobre todo, con respecto a Estados Unidos, pero se ha estancado desde mediados de la década de los noventa. En esos años, la diferencia de España con respecto a Estados Unidos volvió a ampliarse hasta casi recuperar el nivel de comienzos de los ochenta.4 




			En la medida en que la tasa de actividad de España en 2012 era prácticamente idéntica a la de Estados Unidos (75 por ciento) y sólo 3,5 puntos porcentuales por debajo de la de la UE8, la distancia relativa en PIB por persona en edad de trabajar que no explica la productividad se debe fundamentalmente a las diferencias en la tasa de empleo, en la que España ha sido claramente una anomalía internacional. Como analizaremos con detalle en el capítulo 2, con una media del 14,9 por ciento, desde 1978 España ha tenido una tasa de desempleo que ha sido siempre mayor que la de Estados Unidos (6,4 por ciento) y que la de la UE8 (6,7 por ciento). Y en las crisis esa diferencia ha aumentado muy rápidamente. Por ejemplo, mientras que en 2013 la tasa de desempleo se situaba alrededor del 7,5 por ciento en Estados Unidos y en la UE8, en España era más de tres veces superior, alcanzando el 26 por ciento. 




			El cuadro 1 resume los principales resultados de la descomposición del diferencial de PIB per cápita en 2013. Como puede observarse, casi toda nuestra distancia en esta variable respecto a Estados Unidos (cercana al 41 por ciento) se explicaba por la menor tasa de empleo y la menor productividad por hora trabajada. La importancia relativa de la tasa de empleo era incluso mayor en el caso de la diferencia con la UE8, ya que nuestra menor productividad por hora se veía compensada en buena medida por el mayor número de horas anuales medias por empleado. El cuadro 1 también muestra que la diferencia en la renta per cápita de la UE8 frente a Estados Unidos se debía al menor número de horas anuales por trabajador y, en menor medida, a una menor productividad relativa por hora trabajada. 




			Nuestra bajísima tasa de empleo y la acusada deficiencia en productividad por hora reflejan el hecho de que en España utilizamos poco y mal nuestro factor trabajo. Poco porque hay muchos menos trabajadores empleados y mal porque producimos mucho menos por hora trabajada. En comparación con los países más avanzados de Europa, la diferencia en el porcentaje de horas trabajadas sobre el potencial es menor que con Estados Unidos («sólo» un 12,8 por ciento), debido a que compensamos nuestro elevado desempleo con una jornada laboral más larga, fenómeno que se ha agudizado como consecuencia de la crisis. Mientras que el mayor número de horas trabajadas por empleado en Estados Unidos no impide alcanzar una elevada productividad (lo que da lugar a un empleo y una remuneración también elevados), el hecho de que en una economía como la nuestra, con un déficit de productividad horaria tan acusado, se trabajen más horas por ocupado que en el resto de la UE es un síntoma adicional del mal funcionamiento de nuestro mercado laboral. Por el lado de la oferta, los trabajadores aceptan trabajar jornadas más largas para compensar una baja remuneración por hora, en consonancia con la productividad. Por otra parte, el inadecuado marco contractual de nuestro mercado laboral ha dificultado hasta hace pocos años el uso del contrato a tiempo parcial o reducciones de jornada para flexibilizar el uso del factor trabajo en el marco de la empresa. 
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			Las implicaciones de este análisis son bien claras: los dos retos principales de la economía española para mejorar su renta per cápita son aumentar su tasa de empleo, reduciendo la tasa de desempleo hasta niveles similares a los de la UE8 y Estados Unidos; y potenciar la productividad por hora trabajada. Pero estas dos variables dependen a su vez de un amplio conjunto de factores que interactúan entre sí y que combinan determinantes de carácter estructural junto con otros asociados al ciclo económico muy importantes tras la profunda crisis reciente. En el capítulo siguiente analizaremos las características de nuestro mercado de trabajo que explican el problema crónico de desempleo en España. Pero antes plantearemos una primera aproximación a los principales factores determinantes del bajo nivel de productividad de la economía española en comparación con Estados Unidos y la UE8. 




			El análisis del crecimiento económico ha ido identificando mediante estudios teóricos y empíricos los principales determinantes de la productividad.5 En el gráfico 4 se muestra la evolución en España de los factores que condicionan la productividad, en comparación con lo observado en los países de referencia: el capital privado productivo por hora trabajada, las infraestructuras, los años de escolarización de la población adulta (que miden el nivel de capital humano) y la inversión en investigación y desarrollo (I+D) en porcentaje del PIB (que refleja la intensidad en el uso del capital tecnológico). Esta comparación muestra que, detrás de nuestro diferencial negativo de productividad, no hay tanto una desventaja significativa en términos de capital privado productivo y capital público por hora trabajada, como una deficiencia estructural en cuanto a la disponibilidad y uso del capital humano y tecnológico. 
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			Cuando se cuantifican la distancia relativa de los principales determinantes de la productividad del trabajo en España respecto a los países más avanzados, se observa que el stock de capital productivo por hora trabajada es entre un 3 y un 4 por ciento inferior al de Estados Unidos y la UE8. Aunque esta diferencia es pequeña, ello no implica que España no tenga una insuficiencia de capital en términos absolutos por dos razones. La primera es que el uso de capital productivo por trabajador es similar al de los países más desarrollados, pero, dado que nuestra tasa de empleo es sustancialmente menor que las de Estados Unidos y la UE8, España necesitaría un 20 por ciento de capital productivo adicional para mantener la intensidad relativa del capital si las diferencias en las tasas de desempleo desaparecieran por completo. La segunda es que, debido a la forma en la que se estima, el stock actual todavía incluye muchos bienes de capital que ya no se utilizan pero que no han sido dados de baja, como por ejemplo buena parte de la maquinaria o plantas de producción del sector de la construcción que están inactivas pero que todavía siguen contabilizándose en el stock de capital.6 En otras palabras, España tiene que hacer un esfuerzo de inversión productiva que debe acompañar al de crecimiento del empleo y al de la reasignación de la actividad entre sectores para no deteriorar más nuestra productividad. 




			Pero hay otras dimensiones en las que el retraso es todavía más importante. El capital humano es una de ellas porque no sólo afecta a la renta per cápita a través de una mayor productividad del trabajo, sino que también lo hace a través de mayores tasas de actividad y de empleo, una relación capital productivo por hora trabajada más elevada o un mayor nivel de capital tecnológico. Las diferencias en niveles educativos de la población activa con las economías más desarrolladas oscilan entre el 25 y el 36 por ciento.7 Además, por la propia dinámica de la distribución de la población por edades, estas diferencias son muy persistentes en el tiempo. Incluso aunque las generaciones más jóvenes accedieran al mercado de trabajo con el mismo nivel educativo que las equivalentes en edad en Estados Unidos o en la UE8, serían necesarias décadas para eliminar la brecha que nos separa en términos de capital humano. Puesto que la diferencia de edad entre las generaciones que se retiran del mercado de trabajo y las que entran se sitúa alrededor de los cuarenta años, al cabo de dos décadas sólo habríamos renovado la mitad de la distribución de trabajadores con jóvenes mejor preparados. Como veremos en los capítulos 2 y 5, el problema es, sin embargo, más grave porque nuestras generaciones más jóvenes tienen incluso un déficit de formación en comparación con las de estos países, tanto en términos de años de escolarización (por nuestra elevada tasa de fracaso escolar y abandono temprano del sistema educativo), como de formación adquirida en el mercado de trabajo (por nuestra mayor tasa de temporalidad). 




			Algo parecido puede decirse respecto al gasto en I+D como porcentaje del PIB. Aquí el diferencial negativo de España se sitúa alrededor del 70 por ciento con Estados Unidos y la UE8. Estas diferencias disminuyen aproximadamente a la mitad cuando la distancia tecnológica se mide en términos de investigadores sobre la población ocupada, lo que indica que la inversión en I+D por investigador es significativamente menor en España que en otros países. Por último, la productividad total de los factores (es decir, la parte de la productividad por hora que no podemos explicar con el capital físico productivo y el capital humano, y que mide también la eficiencia con la que se usan estos factores productivos) es también menor en España que en Estados Unidos (10 por ciento) y que en la UE8 (3 por ciento). 




			En resumen, la evidencia apunta claramente a tres determinantes fundamentales de nuestro retraso relativo en renta per cápita: las diferencias en las tasas de empleo, en capital humano y en capital tecnológico, con brechas que oscilan alrededor del 20 por ciento respecto a Estados Unidos y a la UE8. Además, para eliminar las diferencias existentes en términos de PIB por persona en edad de trabajar, España necesitaría aumentar su stock de capital productivo en un 20 por ciento adicional para mantener la relación capital por trabajador si las diferencias en las tasas de desempleo con Estados Unidos y la UE8 desaparecieran por completo. 




			No obstante, estas diferencias no pueden circunscribirse a unos pocos indicadores agregados. Nuestro déficit de productividad no afecta únicamente a la renta per cápita, sino que lastra a todo un amplio conjunto de variables que determinan el bienestar de los individuos: salarios, prestaciones sociales, pensiones y un largo etcétera. Es imposible mejorar nuestra posición relativa en cualquiera de estos ámbitos si no actuamos sobre las causas últimas de nuestro atraso en productividad y empleo. Un atraso que se ha acentuado con la recesión actual, pero que tiene mucho de secular y que no ha disminuido de forma significativa desde los años setenta. 




			Mientras que España ha alcanzado un nivel de capital productivo y de infraestructuras por ocupado similar al de los países más avanzados, hemos descuidado tres factores que resultan cruciales para explicar el frenazo en el proceso de acercamiento a los niveles de bienestar de los países más avanzados en las últimas décadas. En primer lugar, tenemos un mercado de trabajo que funciona sustancialmente peor que el de la mayoría de los países. No sólo porque genera proporcionalmente menos puestos de trabajo, sino porque muchos de ellos son de muy baja calidad y son destruidos con una facilidad pasmosa en las recesiones. En segundo lugar, tenemos una población activa menos formada y, por lo tanto, con menor capacidad para generar un nivel de productividad similar al de los países líderes. Y en tercer lugar, las empresas españolas dedican un esfuerzo a actividades de innovación y desarrollo muy inferior al observado en otros países, entre otras razones porque, como veremos más adelante, su tamaño no es en general el adecuado para acometer este tipo de inversión. 




			Estas deficiencias no tienen una explicación sencilla ni única, ya que son el resultado de un sistema de incentivos legales inadecuados y de una calidad institucional significativamente mejorable, que han impulsado a nuestra economía en la dirección incorrecta, generando enormes desequilibrios y una distribución desigual de la renta. En la próxima sección resumimos las principales reformas necesarias para sustituir este entorno por otro más favorable para la generación de un crecimiento equilibrado, más resistente a las crisis periódicas y cuyos frutos puedan repartirse mejor entre toda la sociedad. Aunque estos retos serán analizados con más detalle en los capítulos siguientes, hacer este resumen ahora nos sirve para tener una visión de conjunto de los mismos y para justificar por qué nuestro atraso relativo no es fruto de la mala suerte o de nuestros genes, sino de un entorno económico y social que, afortunadamente, podemos cambiar con las políticas adecuadas. 




			 




			2. Los retos a largo plazo de la economía española 




			 




			El modelo de crecimiento que nos permitió acercarnos a los niveles de renta per cápita de otros países más avanzados generó unos desequilibrios insostenibles que han terminado por poner a España en una encrucijada política, económica y social crítica. Ahora no sólo nos jugamos consolidar la recuperación a corto y medio plazo, sino, sobre todo, la modernización de la estructura económica y social con la que tratar de conseguir un ritmo de crecimiento suficientemente elevado sobre bases sostenibles con el fin de alcanzar en un plazo razonable tasas de desempleo y niveles de productividad similares a los de los países europeos más avanzados. 




			La sociedad española debe tener clara la importancia del reto al que se enfrenta, los objetivos que debe conseguir a largo plazo y las prioridades políticas para lograrlos. La mayor parte de la población mundial se encuentra ahora en economías emergentes, en las que la renta per cápita está aumentando de manera sostenida, viendo como sus clases medias crecen cada año en decenas de millones de personas. Estos países están aprovechando como nunca antes la oportunidad para acortar las distancias respecto a los más desarrollados. O incluso para superar a aquellos que no entiendan bien los retos y cambios que se están produciendo a escala mundial. Las principales economías emergentes han ido mejorando sus instituciones, el capital humano de su población adulta y el capital tecnológico de sus empresas. Algunas, como Corea del Sur, han superado ya a España en niveles de renta per cápita y las tendencias en ambos países hacen prever que esto no será fácilmente reversible en un futuro cercano. 




			Aunque los desafíos son formidables, hay al menos dos razones para pensar que España puede abordarlos con garantías de éxito, si tiene la voluntad de hacerlo. La primera razón para un cierto optimismo es que España debe transitar por un camino que ya han recorrido otros países que se han enfrentado a situaciones similares, y cuyas experiencias contienen lecciones particularmente relevantes sobre las claves del éxito en términos de crecimiento económico y creación de empleo. España no necesita inventar ningún modelo nuevo, sino corregir lo que no funciona y eliminar ineficiencias utilizando como guía estas experiencias de éxito. La segunda razón es que nuestro punto de partida es muy dual, de manera que la economía española cuenta también con ventajas comparativas no desdeñables con respecto a otros países. Ventajas que bien aprovechadas deben ser las palancas que impulsen nuestro despegue. Este carácter dual afecta al mercado de trabajo, al de bienes y servicios, a las empresas, a su internacionalización, a su capital humano, a las regiones, al sector privado, al público, y así prácticamente a cada una de las dimensiones de la economía española. 




			Por ejemplo, España tiene una menor productividad media del trabajo que las economías más avanzadas de referencia, lo que se debe en parte al elevado porcentaje del empleo en pequeñas y medianas empresas que necesitan concentrarse y ganar tamaño para hacerse más productivas. Pero al mismo tiempo cuenta con grandes empresas que han sabido mantener o incluso incrementar sus cuotas de exportación. Empresas que son tan productivas como sus equivalentes en Estados Unidos, Alemania, Francia o Reino Unido, que son intensivas en capital humano y tecnológico, y que crean empleo con una tasa de temporalidad más reducida que el resto de la economía. El resultado es un sector exportador que, aunque relativamente pequeño en tamaño, sobresale claramente por encima de la media mundial, con una amplia diversificación geográfica y productiva, cada vez más orientado hacia mercados emergentes de rápido crecimiento y con capacidad de extender la exportación a una amplia gama de bienes y servicios. 




			Otro ejemplo es la calidad de nuestro sistema regulatorio. España ocupa posiciones francamente mejorables en las clasificaciones del Doing Business del Banco Mundial, o del Global Competitiveness Report del World Economic Forum. Aunque queda mucho por hacer, también se observa que poco a poco las mejoras en las regulaciones de los mercados de productos, servicios, capital y trabajo van siendo sustanciales. Así lo refleja la evolución de los índices que publica la OCDE relativos a los mercados de productos y a las barreras a la inversión extranjera directa. 




			Del mismo modo, aunque el capital humano medio de la población española en edad de trabajar es inferior al de las principales economías avanzadas, algo más de 6,5 millones de adultos mayores de veinticinco años tienen algún tipo de enseñanza universitaria. Si bien la necesidad de mejoras en los resultados educativos es manifiesta, el esfuerzo medio en términos de la renta per cápita que representa el gasto en España en educación por estudiante desde la enseñanza primaria a la universitaria es similar al de la UE8. Algo parecido ocurre con las actividades de I+D, a las que España apenas dedicó en 2013 el 1,24 por ciento de su PIB frente al 2,02 por ciento de media en la UE, pero con un notable esfuerzo de las empresas de mayor tamaño comparable al de otros países, en particular en innovación en procesos y productos. El problema de nuevo es que el porcentaje de empresas pequeñas y medianas que no innovan es superior al de otras economías avanzadas. 




			En cuanto al funcionamiento de las administraciones públicas, la dualidad se manifiesta en la coexistencia de ámbitos en los que la racionalización y mejora de la eficiencia en la prestación de servicios públicos o la lucha contra la evasión fiscal son absolutamente indispensables, junto con otros servicios cuya calidad está a la altura de países con mayor renta per cápita, como en el caso de la sanidad o muchas de nuestras infraestructuras. O en los avances que se han ido produciendo en las reglas fiscales y de estabilidad presupuestaria con las que garantizar la sostenibilidad de las cuentas públicas a medio y largo plazo. España, que ya supo acometer los esfuerzos necesarios para acceder a la Unión Monetaria Europea en su primera fase, ha sido uno de los primeros países en adoptar una reforma constitucional y una Ley de Estabilidad Presupuestaria con objetivos totalmente en consonancia con los del Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza de la UE. Con ello se ha situado entre los países mejor clasificados en el Índice de Reglas Fiscales que elabora la Comisión Europea. Además de introducir una mayor transparencia proporcionando una información muy relevante sobre la situación financiera de la Seguridad Social, la Ley sobre el Factor de Sostenibilidad y la Revalorización de las pensiones refuerza el sistema público de pensiones español, lo que asegura su sostenibilidad ante la presión de las tensiones demográficas y de las condiciones económicas cambiantes. 




			Esta dualidad se manifiesta también territorialmente, como muestra el gráfico 5. Cada punto de este gráfico es una región europea y cada columna, un país. La posición de cada región está determinada por las 73 variables con las que se obtiene el Índice de Competitividad Regional elaborado por la Comisión Europea.8 Estas variables reflejan indicadores cuantitativos agrupados en grandes áreas: instituciones, estabilidad macroeconómica, infraestructuras, sanidad, calidad de la educación primaria y secundaria, educación superior, formación y aprendizaje, eficiencia del mercado de trabajo, tamaño de mercado, preparación tecnológica, sofisticación productiva e innovación. Este gráfico ilustra muy bien el doble reto que tiene España: el de la convergencia respecto a los países europeos más competitivos y el de la convergencia interna de las regiones españolas con menor capacidad competitiva hacia los estándares de Madrid, País Vasco o Navarra. Si estas regiones han tenido la capacidad de situarse a niveles similares a los de las regiones medias de los países de la UE8, que ocupan las ocho primeras posiciones del ranking (con la excepción de Luxemburgo), el resto también puede hacerlo. 
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			Por supuesto, hay que ser realistas y entender que, en el mejor de los casos, el cambio que necesita la economía española no se logrará de la noche a la mañana. Incluso si acertamos con las medidas adecuadas, éste será un proceso lento, que puede llevar muchos años, sobre todo en variables como el capital humano, que dependen en mayor medida de la inercia demográfica. Esto hace que esta tarea sea particularmente urgente. Estamos hablando de retos muy similares a aquellos a los que se enfrentó España cuando accedió en 1985 a la entonces Comunidad Económica Europea. Aunque la transformación de nuestra economía desde entonces ha sido espectacular, no es menos cierto que otros países han avanzado mucho, de manera que todavía quedan ámbitos en los que mejorar para reducir la diferencia con las economías que deben ser nuestros referentes. 




			Si cabe, el desafío es ahora mayor que hace treinta años debido al proceso imparable de globalización que está transformando el mundo, y porque, además, debemos acometerlo desde una posición de fragilidad, a consecuencia del gran endeudamiento que arrastra nuestra economía, que puede lastrar el crecimiento en los próximos años. La globalización proporciona enormes beneficios y oportunidades, pero es también un factor de riesgo si no se entienden bien las transformaciones que se están produciendo en el mundo y si España no es capaz de dar las respuestas adecuadas a este proceso manteniendo la ventaja comparativa donde ya la tiene, y recuperando terreno allí donde lo ha perdido. 




			Para abordar con garantías de éxito esta encrucijada histórica es preciso identificar con detalle las razones que han generado tal cúmulo de ineficiencias en nuestro sistema productivo. En el resto del libro abordaremos el análisis de éstas y plantearemos nuestra visión sobre el conjunto de las reformas que son necesarias para poner a España de nuevo en la senda de la convergencia con los países más avanzados del mundo. Estas reformas se resumen en los diez retos que se enumeran a continuación. 




			 




			2.1. Crear más y mejor empleo 




			 




			Sin duda, el reto más urgente es la rápida reducción de una tasa de desempleo inaceptablemente alta y que es una auténtica anomalía en Europa. Hay que hacer los cambios que sean necesarios para que el desempleo disminuya a niveles por debajo de los anteriores a la crisis, con tasas como las que actualmente se observan en Estados Unidos o en la UE8. Y también para que el empleo sea estable y de la mayor calidad posible, y la tasa de temporalidad se reduzca al menos a la mitad. 




			A lo largo de 2014 se han creado unos 434.000 empleos netos y las previsiones indican que 2015 y 2016 podrían ser años incluso mejores. Pero la cuestión relevante no es tanto cuál será esa tasa de creación de empleo este año o el siguiente. La destrucción de puestos de trabajo ha sido masiva y, de no mediar cambios profundos, posiblemente costará casi una década recuperar el nivel de empleo de 2007, lo que todavía supondría una tasa de paro muy elevada. En el gráfico 8 se compara la evolución del empleo desde 2007 con la de la UE8, y con la de Estados Unidos en la crisis actual y en la Gran Depresión de los años treinta. En la UE8, la destrucción de empleo apenas supuso un 1 por ciento y el nivel de 2008 se recuperó en menos de tres años. Aunque la caída del PIB fue muy superior, el mercado de trabajo respondió de manera muy flexible ajustando horas y salarios en lugar de empleo. 




			En Estados Unidos, la destrucción de empleo alcanzó el 5 por ciento al cabo de tres años de iniciada la crisis, pero a mediados de 2014, siete años después del comienzo, el empleo recuperó su nivel de 2007. En relación con la UE8, el ajuste en Estados Unidos descansó más en el margen extensivo (empleo) que en el intensivo (horas). En el gráfico 9 también se muestra la evolución del empleo durante la Gran Depresión en Estados Unidos. Aquella crisis supuso la destrucción de casi un 18 por ciento del empleo y tuvieron que pasar once años para que este país recuperase el nivel de 1929. 




			En el caso de España, las previsiones son incluso peores que las de Estados Unidos durante la Gran Depresión. La destrucción del empleo ha sido similar a nivel agregado, pero con algunos elementos más preocupantes. Por una parte, se ha producido durante un período más prolongado, en el transcurso de seis años. Además, la destrucción de empleo privado ha sido incluso superior, pues ha alcanzado el 23 por ciento, es decir, casi uno de cada cuatro puestos de trabajo. Para hacernos una idea de la magnitud del problema basta con calcular el tiempo que tardaríamos en recuperar el empleo de 2007. En el gráfico 6 representamos un par de simulaciones alternativas partiendo del dato de empleo de 2014, y suponiendo que para 2015 y 2016 se cumplen las previsiones de crecimiento.9 En un primer escenario suponemos que a partir de 2017 España crece de media un 2,5 por ciento, con un crecimiento del empleo del 1,9 por ciento y de la productividad del 0,6 por ciento, igual al observado en el ciclo económico de 1991 a 2007. En estas condiciones recuperaríamos el nivel de empleo de 2007 aproximadamente en 2022, es decir, quince años después de iniciada la crisis. El segundo escenario es incluso más optimista, ya que supone que el crecimiento medio del empleo de 2017 a 2019 es igual al observado entre 2005 y 2007, años excepcionales con un crecimiento medio del empleo del 4,3 por ciento. Incluso en este escenario, no recuperaríamos el nivel de empleo antes de 2019, de manera que la duración de la crisis en términos de empleo sería superior a la de Estados Unidos durante la Gran Depresión de los años treinta. 
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			Por tanto, es preciso abordar reformas que nos aseguren un crecimiento potencial como mínimo del 2,5 por ciento anual, pero además hay que hacerlo de una forma especialmente intensiva en creación de puestos de trabajo para no dejar definitivamente descolgada de la actividad productiva a una proporción importante de nuestros actuales desempleados. España necesita combinar simultáneamente distintas medidas que deben complementarse entre sí para eliminar múltiples barreras y rigideces a la creación de empleo y generar un círculo virtuoso en el mercado de trabajo.10 Ello requiere, en primer lugar, una mayor flexibilidad salarial y organizativa en el marco de la empresa, necesaria para ajustar los salarios reales a la productividad y facilitar la reasignación sectorial de factores productivos allí donde sea necesario. En segundo lugar, es preciso mejorar la eficiencia del mercado de trabajo incentivando la contratación indefinida, modernizando el sistema de indemnizaciones, aplicando y evaluando la eficacia de las políticas activas de empleo, y corrigiendo sustancialmente el diseño de las políticas pasivas. En tercer lugar, hay que aplicar reformas que potencien el crecimiento de la productividad para generar empleo de calidad compatible con el crecimiento sostenido de los salarios reales. Por último, hay que favorecer una competencia más intensa en los mercados de bienes y servicios para reducir los márgenes de precios, ya que, cuanto más flexibles sean los precios, más rápida será la creación de empleo. 




			Además de nuevas medidas —especialmente las necesarias para favorecer la contratación indefinida frente a la temporal y las que favorezcan la formación y reciclaje de los trabajadores con menos capital humano—, hay que asegurar que todos los mecanismos de las últimas reformas laborales y de las medidas complementarias posteriores funcionen eficazmente. Hay que evaluarlas para potenciar sus aspectos positivos y corregir lo que no marcha bien. El objetivo es que la adecuación de los salarios a la productividad acelere la salida de la crisis, con aumentos del PIB, del empleo y de las rentas salariales, lo que reduciría los principales desequilibrios macroeconómicos. Obviamente, estos efectos de la flexibilidad salarial serán mayores cuanto más expansiva siga siendo la política monetaria del BCE y menor la fragmentación financiera en Europa, como ha venido ocurriendo desde finales de 2012. Y a la inversa: los efectos de esta política más expansiva del BCE serán mayores cuanto más profundas y ambiciosas sean las políticas aplicadas en España. 




			 




			2.2. Favorecer la creación y el crecimiento de las empresas 




			 




			Las empresas grandes alcanzan niveles de productividad más elevados porque aprovechan sus economías de escala, contratan trabajadores con más capital humano y menor temporalidad, invierten más en I+D+i, están sometidas a una mayor competencia internacional, tienen un acceso más rápido a nuevos productos y procesos productivos, y se financian en mejores condiciones que las empresas pequeñas. La evidencia internacional indica que la productividad media de los países de la OCDE está estrechamente relacionada con el tamaño de las empresas. Cuanto menor es el porcentaje del empleo en empresas pequeñas o microempresas, mayor es la productividad media de la economía. 




			La productividad media de las empresas españolas de más de 250 empleados es similar a la de sus homólogas en Alemania, Estados Unidos o Reino Unido, pero unas tres veces superior al de las empresas pequeñas. Una parte considerable de la menor productividad del trabajo en España se explica por un efecto composición: el porcentaje de la producción y del empleo de las pequeñas empresas es mucho mayor en España que en otras economías avanzadas. Por lo tanto, uno de los retos de la economía española es facilitar la creación de empresas pero, sobre todo, que las existentes puedan ganar tamaño para conseguir ser más productivas y competitivas, y alcanzar la escala necesaria para su internacionalización. 




			Para aumentar el número y el tamaño de la empresa española, es urgente eliminar múltiples barreras legales, financieras y fiscales. Las causas específicas del predominio de la pequeña empresa en nuestro país son sin duda múltiples y bien conocidas, aunque sea difícil cuantificar su importancia relativa. Por citar sólo algunas de ellas, podemos destacar las regulaciones y las cargas administrativas que desincentivan la mayor escala de las empresas, un tamaño de mercado limitado por una densidad de población relativamente baja, la reducida importancia de entidades de capital riesgo, un desarrollo insuficiente del sector de servicios a las empresas, la formación inadecuada de muchos emprendedores para gestionar empresas de mayor tamaño, o la voluntad de evitar la pérdida de control de la sociedad que acompaña en muchos casos al crecimiento empresarial. Tampoco la regulación de las relaciones laborales ha favorecido el crecimiento de las empresas más eficientes de un sector, debido, entre otros factores, al predomino de la negociación colectiva de ámbito provincial, que dificulta la competencia entre las empresas. 




			El aumento del tamaño medio de la empresa debe llevarse a cabo simultáneamente a la reducción del nivel de endeudamiento de muchas de ellas. Una de las secuelas de la crisis ha sido precisamente el nivel de deuda excesivo de muchas empresas españolas en comparación con los ingresos que son capaces de obtener tras la fuerte caída de actividad que han experimentado. Esto condiciona la capacidad para invertir y llevar a cabo la necesaria reasignación de factores productivos entre sectores. Afortunadamente, los niveles de endeudamiento son bastante heterogéneos entre sectores y entre empresas de un mismo sector, y un porcentaje muy significativo de éstas disponen de recursos propios y capacidad de endeudamiento suficientes con los que afrontar nuevas inversiones durante los próximos años. 




			Para que el elevado nivel de deuda empresarial no sea una restricción al crecimiento, es necesario incentivar el ahorro privado, de manera que las empresas y los autónomos dispongan de recursos propios con los que apalancar sus decisiones de inversión. Con la infravaloración del riesgo asociada a la burbuja financiera anterior a la crisis, la inversión se financiaba casi exclusivamente con deuda y con un porcentaje de recursos propios escaso. Tras la crisis se ha vuelto a una situación más normal, en la que en los inversores también tienen que arriesgar su propio capital. Por otra parte, debemos ser capaces de atraer inversión extranjera directa para participar en el capital de las empresas. El objetivo es que una parte de la recuperación de la inversión se haga con recursos procedentes del exterior. Pero esto no es suficiente. Es preciso que estos fondos se destinen a aumentar nuestra capacidad de producir bienes comerciables, ya que la entrada de capitales da lugar también a obligaciones financieras a las que sólo podremos hacer frente aumentando las exportaciones netas. 




			Es preciso también mantener en niveles reducidos las tensiones financieras y la fragmentación existente en la eurozona. Estas tensiones afectan negativamente a las decisiones de inversión por dos vías. Por una parte, a través de la mayor incertidumbre, que lleva a muchas empresas a posponer o paralizar sus proyectos de inversión. Por otra, porque los tipos de interés más elevados (mayores primas de riesgo) reducen la demanda de crédito. La unión bancaria en la UEM ha sido un avance fundamental para ir rompiendo con el bucle entre el riesgo soberano y el bancario, reduciendo así la fragmentación financiera existente. Además, hay que asegurar que la reestructuración del sistema financiero facilite la reducción del stock de deuda viva sin restricciones para a la financiación de proyectos empresariales solventes en nuevas operaciones. La reestructuración de la mayor parte de las cajas de ahorro españolas y su transformación en bancos han sido fundamentales tanto a la hora de asegurar la solvencia y el ahorro de millones de ahorradores, como en el saneamiento de las entidades. 




			 




			2.3. Fomentar la internacionalización  de la economía española 




			 




			Una de las características más negativas del modelo de crecimiento español en el pasado ha sido nuestra incapacidad para crear empleo de forma sostenida sin incurrir en tremendos desequilibrios internos (inflación) y, sobre todo, externos. Ésta es una de las principales diferencias estructurales de nuestro país con Alemania, que ha sido capaz de crear mucho empleo en los últimos quince años aumentando sus exportaciones netas; pero también con el conjunto de la UE8 y Estados Unidos. Y si ya era difícilmente viable en un mundo sin tensiones financieras, esta estrategia será simplemente imposible de mantener en un período como el que se avecina, en el que la discriminación por parte de los mercados y la percepción del riesgo van a marcar nuestras posibilidades de financiación exterior. Es preciso crecer sin incurrir sistemáticamente en déficits elevados de nuestra balanza comercial con el exterior. 




			Una de las mejores noticias durante la crisis ha venido del crecimiento de nuestras exportaciones y de la corrección del desequilibrio de nuestra balanza por cuenta corriente: de un déficit del 10 por ciento del PIB durante buena parte de los años de expansión, a un superávit en 2013 y 2014. Para que este superávit se mantenga y sea lo más recurrente posible, es necesario mejorar la competitividad de las empresas españolas en los mercados internacionales, aprovechar el crecimiento de la demanda exterior, impulsando todas aquellas políticas que aumentan la apertura externa (más exportaciones por parte de más empresas) y mejorando también su capacidad de competir en los mercados domésticos de bienes y servicios comercializables (sustitución de importaciones). La existencia de este superávit durante un período prolongando permitiría ir reduciendo progresivamente la deuda exterior de la economía española. 




			España cuenta con la ventaja de tener un sector exportador muy diversificado tanto en la variedad de los productos como en el número de países a los que exporta. Tal y como se detalla en el capítulo 3, entre 1999 y 2011, la complejidad media de las exportaciones españolas (la capacidad de exportar bienes que otros países no tienen) más que duplicaba la de las exportaciones mundiales, mientras que su conectividad o capacidad de arrastre sectorial (los bienes que se exportan aumentan la capacidad de exportar bienes de otros sectores con un know-how similar) superaba en más de un 10 por ciento a la media mundial. 




			La capacidad de España para competir internacionalmente a largo plazo dependerá de su capacidad para aprovechar y mejorar esta situación relativamente ventajosa, puesto que las economías emergentes están haciendo avances muy importantes en sus exportaciones que hasta hace poco eran consideradas de bajo coste, pero que cada vez más son capaces de producir bienes de mayor contenido tecnológico, gama alta y calidad elevada. Para hacer frente a una competencia creciente, es preciso crear un clima de negocio más favorable y aplicar medidas que promuevan la reasignación de los recursos productivos de los sectores y empresas menos dinámicos y competitivos hacia aquellos con mayor potencial de crecimiento, mayor valor añadido y en mejores condiciones de competir internacionalmente por su mayor relación calidad/precio. 




			 




			2.4. Mejorar la eficiencia de los mercados  de bienes y servicios 




			 




			Un aumento de la competencia en los mercados de bienes y servicios aumenta la demanda de trabajo de las empresas para cualquier nivel de salarios, y disminuye, de esta forma, el desempleo.11 La mejora de la productividad y de la tasa de empleo requiere también reformas que aumenten la competencia en estos mercados, lo que contribuirá a abaratar los consumos intermedios de otros sectores o de consumo final. Es necesario racionalizar y reducir, en su caso, los costes y las cargas administrativas cuando supongan un coste económico excesivo y provoquen una ralentización injustificada en la aplicación de decisiones empresariales. Estos costes afectan a la creación de empresas, a su puesta en marcha, a la obtención de licencias, a su gestión diaria, tanto en situaciones normales como en momentos de crecimiento y apertura de nuevos mercados, o en los de estrés financiero (concurso de acreedores) o incluso de cese del negocio. En la medida en que estos costes dependen del tamaño de las empresas, en muchas ocasiones son una de las causas que explican el menor tamaño medio de las mismas en España en comparación con las de otras economías avanzadas. 




			Hay que mejorar las regulaciones que limitan la competencia entre empresas. Las restricciones que impone el sector público en los mercados de bienes y servicios pueden otorgar ciertas rentas de monopolio a algunas empresas que operan en ellos sin que medien razones suficientes de tipo económico o social. Un ejemplo típico, que la Ley de Unidad de Mercado trata de resolver, es la capacidad de las administraciones regionales o locales para impedir o dificultar la entrada de nuevos competidores, otorgando una ventaja a las empresas que ya están operando en esos mercados. 




			Por otra parte, las regulaciones o el control administrativo de la gestión de algunos sectores pueden, si no están bien diseñados, dar lugar a ineficiencias que repercuten negativamente sobre otros sectores y, en última instancia, sobre los consumidores finales. Éste ha sido el caso, por ejemplo, de la supervisión, control y regulación inadecuados de las cajas de ahorros españolas que permitió un endeudamiento excesivo de empresas y particulares y una mala gestión de riesgos en las entidades. La consecuencia de todo ello fue una costosa reestructuración bancaria para el contribuyente y para algunos ahorradores privados, así como restricciones de oferta de crédito y un aumento de las tensiones en el sector financiero que afectaron al conjunto de la economía. 




			Otro ejemplo ha sido el programa de subvenciones a las energías renovables y las regulaciones en las tarifas eléctricas que generaron un enorme déficit tarifario. Este déficit se fue acumulando con el paso de los años hasta generar una deuda que a finales de 2013 supuso aproximadamente el 2,5 por ciento del PIB, con una difícil distribución de su coste entre las empresas eléctricas, los contribuyentes y los consumidores. En la medida en que estos últimos ya están soportando un coste elevado de este déficit de tarifa, una regulación inadecuada del sector eléctrico ha terminado dando lugar al encarecimiento de los costes de producción de muchas empresas, a una importante desventaja competitiva frente a competidores internacionales y, en última instancia, a una pérdida de bienestar. 




			 




			2.5. Asegurar la solvencia y la financiación eficiente  del sector público 




			 




			Como discutiremos con detalle en el capítulo 4, la reforma de las administraciones públicas a medio y largo plazo debe tener como objetivos garantizar el equilibrio presupuestario, financiar un Estado de bienestar que asegure al máximo la igualdad de oportunidades ex ante y la protección frente a circunstancias negativas sobrevenidas a los ciudadanos, reducir la evasión fiscal y mejorar la eficiencia y la equidad del sistema impositivo y del gasto, para hacer de ellos el motor de la transformación productiva que necesitamos. 




			Por el lado del gasto, es necesario mantener una política activa de mejora permanente de la eficiencia en la prestación de servicios públicos, de incorporación de las mejores prácticas de gestión y nuevos avances tecnológicos, y de eliminación de solapamientos entre administraciones públicas. En definitiva, obtener cada vez más y mejores servicios públicos con cada euro de ingresos que los financian. Para ello, son absolutamente fundamentales la evaluación continua, la transparencia y la rendición de cuentas de las políticas públicas. 




			Por su parte, las reformas fiscales deben satisfacer tres objetivos. El primero es convertir nuestro sistema impositivo en uno más sencillo, neutral y transparente, que facilite la toma de decisiones económicas y no genere incentivos fiscales perversos. El segundo es promover el crecimiento económico, la creación de empleo, el ahorro y la entrada de capital extranjero, incluido el tecnológico y humano. Y el tercero es reducir y simplificar los tipos impositivos al mismo tiempo que se aumentan las bases impositivas para mejorar la capacidad recaudatoria y asegurar la financiación equilibrada del Estado de bienestar. Aunque también los impuestos deben ayudar a garantizar la progresividad del sistema, la redistribución debe descansar fundamentalmente en las políticas de gasto, que son mucho más efectivas para promover la igualdad de oportunidades, como es el caso de la educación, y para asegurar a los ciudadanos frente a determinadas incertidumbres en ámbitos como la salud, el desempleo o la vejez. 




			La mejora de la eficiencia de las administraciones públicas y de las políticas de gasto, junto con una reforma fiscal que favorezca el crecimiento económico y la creación de empleo, debe ser la estrategia sobre la que descanse la consolidación fiscal a medio y largo plazo. ¿Por qué es importante garantizar la estabilidad presupuestaria a largo plazo? El sentido común indica que si el déficit y el endeudamiento públicos tuvieran efectos positivos inmediatos y, sin embargo, no afectasen negativamente al crecimiento a largo plazo, lo óptimo sería utilizar indefinidamente políticas fiscales expansivas por una cuantía ilimitada. Pero no existen menús gratis. Tampoco para las autoridades fiscales: los estímulos para aumentar la actividad económica en el presente tienen el coste de un menor crecimiento en el futuro. 




			Cada sociedad tiene un límite fiscal en función de sus características productivas e institucionales, más allá del cual los mercados perciben unos riesgos que encarecen sustancialmente su financiación o directamente la hacen inaccesible. Aunque la política presupuestaria es un instrumento útil para la estabilización de la actividad económica, una deuda pública excesiva y un déficit público elevado perjudican el crecimiento económico y el empleo a largo plazo. Como hemos podido comprobar en España durante los años de la crisis, cuanto más cerca nos encontremos de dicho límite fiscal, más difícil resulta recurrir a estímulos fiscales adicionales en los momentos en los que más se necesitan, como en la profunda recesión de la que venimos. 




			La evidencia empírica nos muestra que la deuda y los déficits públicos persistentes presionan al alza sobre el tipo de interés real, reduciendo la inversión privada y el crecimiento. Además, dado un nivel de gasto público sobre el PIB, son necesarios impuestos más elevados para estabilizar un mayor nivel de deuda pública, con los consiguientes efectos distorsionadores y negativos sobre la inversión y el empleo. 




			No obstante, la consolidación presupuestaria no puede lograrse de cualquier forma. En el caso de la economía española, la mejor manera de alcanzar el equilibrio presupuestario es reducir la tasa de desempleo de una forma sustancial y permanente. En las expansiones, el desempleo disminuye y el saldo presupuestario mejora, mientras que en las recesiones ocurre lo contrario. La eliminación del déficit estructural es el verdadero objetivo que asegurará la sostenibilidad de las finanzas públicas a largo plazo. Este déficit es el saldo presupuestario que corresponde a una situación cíclicamente neutral, en la que la tasa de paro coincidiría con el desempleo estructural, es decir, con el que se hubiera observado esos años si la economía española no hubiera estado ni en expansión ni en recesión. 




			La estrategia de consolidación fiscal debe descansar en la reducción del déficit estructural hasta el equilibrio presupuestario, mediante políticas presupuestarias y reformas económicas que disminuyan la tasa de paro estructural y aumenten el crecimiento potencial. De esta manera, se evitan medidas fiscales excesivamente restrictivas (disminución del gasto y aumento de ingresos) y se estabiliza e incluso se reduce el nivel de deuda pública más rápidamente. Esto es lo que en el capítulo 4 denominamos una consolidación fiscal inteligente. 




			En el gráfico 7 hemos representado el gasto público, con y sin la carga de intereses de la deuda, en términos per cápita y precios constantes de 2013, así como los ingresos públicos y el déficit, también en términos per cápita. Tras la reducción del gasto público sin intereses en un 10 por ciento, de 10.000 a 9.000 euros per cápita, una consolidación inteligente consistiría en mantener este nivel de gasto y dejar que los ingresos vayan cerrando un déficit público que en términos per cápita en 2009 se situó cerca de los 2.500 euros por habitante. Las reformas estructurales son un pilar fundamental de esta estrategia de consolidación. Cuanto más efectivas sean, y más intenso el crecimiento económico y la creación de empleo a que den lugar, mayor será la recuperación de los ingresos y antes se alcanzará una situación en la que el gasto público pueda volver a aumentar en términos reales, sin necesidad de aumentar los tipos impositivos. Si al mismo tiempo mejora la eficiencia de las administraciones públicas, por cada euro de ingresos se podrán proporcionar más bienes y servicios públicos. 
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			2.6. Asegurar la sostenibilidad de un Estado  de bienestar cada vez más eficaz 




			 




			El período de expansión anterior a la crisis económica estuvo caracterizado por un notable crecimiento de la población española debido a los flujos migratorios procedentes del exterior, lo que revertió la tendencia demográfica observada en años anteriores. Uno de los beneficios para la economía española de este aumento de la población fue que las administraciones públicas contaron con recursos adicionales para financiar el Estado de bienestar. Sin embargo, la crisis ha supuesto un cambio brusco en las perspectivas demográficas de España. Todas las proyecciones de población a largo plazo se han revisado a la baja, y apuntan a un progresivo envejecimiento de la población. 




			Las políticas activas en el ámbito de la inmigración y de la natalidad pueden mitigar el envejecimiento de la población e incluso conseguir que las proyecciones de descenso de la población no se cumplan. Pero, además de concienciar a la sociedad del problema demográfico para poder aplicar con eficacia esas políticas, complementariamente es necesario rediseñar el Estado de bienestar para asegurar su sostenibilidad y que siga funcionando con la mayor eficacia posible. 




			El envejecimiento provocará que la tasa de dependencia (es decir, el porcentaje de personas mayores de sesenta y cinco años sobre la población en edad de trabajar) vaya aumentando progresivamente. Esto supone un reto muy importante en el sostenimiento del Estado de bienestar, cuya carga financiera es proporcionalmente superior en el segmento de población de mayor edad, debido al gasto en pensiones y sanidad. Por ejemplo, las previsiones actuales apuntan a que el número de pensionistas aumentará de 9 a 15 millones entre 2013 y 2050. Para mantener la relación actual entre la pensión media y el salario medio del sistema de pensiones, sin que ello suponga una carga impositiva mayor sobre la población en edad de trabajar, se necesitaría que el empleo aumentase de los casi 17 millones de trabajadores de comienzos de 2015 hasta los 27 millones en 2050. En su defecto, el peso del gasto en pensiones sobre el PIB aumentará progresivamente a medida que lo haga la tasa de dependencia (lo que supondrá una distribución de renta del resto de la sociedad a los pensionistas) y, al mismo tiempo, la generosidad del sistema (medida como la pensión media sobre el salario medio) irá disminuyendo. 




			Si tenemos en cuenta la pauta observada en los países desarrollados de la OCDE, como veremos en el capítulo 4, el aumento de la tasa de dependencia en España provocará un aumento del gasto en pensiones en relación con el PIB, salvo que otros factores lo contrarresten o lo retrasen. El aumento de la tasa de empleo y la productividad (es decir, el crecimiento del PIB) pueden retrasar unas décadas esa tendencia, pero, en el mejor de los casos, un mayor número de trabajadores más productivos que mantengan con mayores salarios a los pensionistas de las próximas décadas también terminarán convirtiéndose en un mayor número de jubilados con pensiones más altas en un futuro más lejano. La única solución permanente para la sostenibilidad de las pensiones públicas consiste en asegurar a largo plazo un crecimiento de la población que permita mantener la pirámide demográfica constante a lo largo del tiempo y un sistema de pensiones sostenible en el que la edad de jubilación (o, alternativamente, el cálculo de la pensión inicial) vaya progresivamente acomodándose al aumento de la esperanza de vida. 




			El reto de la sostenibilidad del sistema sanitario es parecido al del sistema de pensiones, aunque con algunas complejidades adicionales. El retraso en la edad de jubilación puede ayudar a aliviar el presupuesto del sistema de pensiones, pero con la sanidad esto no tiene por qué ser así. A medida que las personas se hacen mayores, no pueden retrasar el gasto que requiere mantener su salud. Por fortuna, el progreso técnico y unos mejores cuidados sanitarios en edades más tempranas retrasarán y reducirán la incidencia de ciertas enfermedades asociadas a la edad, al proporcionar nuevas soluciones a problemas de salud que hoy no la tienen. También elevarán la esperanza de vida y, con ello, el gasto en sanidad en las edades más tardías. Dado que es previsible que este progreso técnico y el gasto asociado sigan creciendo a una tasa mayor que la del PIB, tal y como ha venido ocurriendo en las últimas décadas, será necesario plantear medidas que aseguren la sostenibilidad del sistema sanitario público para que éste pueda seguir teniendo una cobertura universal. El sistema sanitario público en España funciona hoy razonablemente bien y no es muy caro en comparación con el de otros países de nuestro entorno. El reto es aplicar, sin grandes cambios pero de forma continuada, las medidas que permitan mejorar la eficiencia en su gestión y la provisión de servicios, para evitar que las ventajas de una cobertura cada vez más amplia puedan ponerse en peligro por dificultades de sostenibilidad financiera. 




			 




			2.7. Aumentar la calidad institucional  y combatir la corrupción 




			 




			Desde las primeras contribuciones de los economistas clásicos, el análisis económico ha prestado una atención especial a la importancia de las instituciones en el progreso económico y el bienestar social. La protección de los derechos de propiedad y de las rentas obtenidas con la inversión en capital físico, tecnológico y humano, el Estado de derecho, la lucha contra la corrupción, la imparcialidad y la eficiencia del poder judicial, la libertad económica y las facilidades para crear empresas y competir con regulaciones eficientes y la igualdad de oportunidades vienen determinados por la calidad de las instituciones políticas y económicas. 




			Con la aparición del libro de Daron Acemoglu y James Robinson en 2012, en el que analizan las causas de la prosperidad económica de las naciones, se ha popularizado la distinción entre instituciones inclusivas y extractivas, en función de su incidencia en el bienestar social. Las instituciones inclusivas son aquellas que han sido diseñadas y funcionan para crear riqueza para el conjunto de la sociedad, y que incentivan el esfuerzo de inversión en todo tipo de capital, físico, humano o tecnológico. Las instituciones extractivas funcionan para distribuir riqueza de manera desigual entre los agentes económicos, enriqueciendo a unos a costa de otros, y desincentivando las inversiones eficientes. Esta tipología resulta atractiva para explicar algunas de las características del crecimiento económico de España desde mediados de los noventa. Aunque las causas de los desequilibrios acumulados durante ese período son numerosas y complejas, la crisis ha puesto al descubierto muchos casos que indican un funcionamiento inadecuado de las instituciones, que permitieron la confluencia de intereses de una parte de los sectores empresarial, público y financiero para hacer un uso ineficiente de recursos privados y públicos, con la finalidad de apropiarse y redistribuir riqueza de manera desigual. 




			Como veremos en el capítulo 5, el Banco Mundial proporciona información para medir la calidad de las instituciones públicas mediante un conjunto de indicadores en los que se tiene en cuenta la participación ciudadana y la rendición de cuentas, la efectividad de las administraciones públicas, la calidad regulatoria, el Estado de derecho y el control de la corrupción. En una muestra de más de doscientos países, España se sitúa entre el 20 por ciento de los países con mejores instituciones. La mala noticia es que la distancia con la UE8 y con Estados Unidos es muy notable, e incluso se ha ampliado en los últimos diez años. Sin duda, uno de los efectos más negativos de la crisis ha sido el deterioro de la confianza de la sociedad española en la capacidad de gestión de los problemas económicos a los que se enfrenta el país. La lentitud e incertidumbre en la aplicación de la justicia y la percepción de la corrupción son los dos aspectos en los que la calidad institucional en España es particularmente deficiente en comparación con estos países, en los que el margen de mejora es más amplio. 




			Esta deficiencia en la calidad institucional es un elemento esencial a la hora de explicar el estancamiento en el proceso de convergencia que ha tenido lugar desde los años ochenta. Tras un período de rápido acercamiento, basado en la atracción de inversión y de capital productivo del extranjero, la economía española ha sido incapaz de dar el salto cualitativo asociado al uso más intensivo del capital humano y del capital tecnológico. La movilidad de este tipo de factores es particularmente sensible a la presencia de unas instituciones que favorezcan la asunción de riesgos por parte de las empresas y el incentivo a progresar por parte de los ciudadanos, sobre la base del esfuerzo y el conocimiento. Por ello, además de por otras razones de índole política y social, España necesita mejorar el funcionamiento, la eficacia y la independencia de sus instituciones como una condición imprescindible para incentivar la inversión y la acumulación de capital físico, tecnológico y humano, y retomar, de esta forma, la senda de la convergencia con los países más avanzados. 




			 




			2.8. Potenciar la disponibilidad y uso  del capital tecnológico 




			 




			La distancia en inversión en I+D+i con respecto a Estados Unidos y la UE8 es muy importante, independientemente de que se mida como porcentaje del PIB o del empleo dedicado a estas actividades, sobre todo en la parte que depende del sector privado. Una parte de esta brecha se explica por el reducido tamaño de la empresa media en España, ya que la mayoría de la inversión en I+D+i la realizan las grandes empresas. Dado que las empresas pequeñas y medianas apenas tienen escala suficiente para realizar inversiones en capital tecnológico, es necesaria la creación de plataformas de colaboración pública y privada, especializadas en proporcionar transferencia de conocimientos, tecnología e innovaciones de producto y procesos a las pymes. La posibilidad de que estas empresas puedan contratar estos servicios tecnológicos a institutos de gran tamaño resulta crucial para que los recursos públicos dedicados a I+D tengan un efecto arrastre importante sobre el sector privado. 




			Como discutiremos en el tercer capítulo, la experiencia alemana del Fraunhofer constituye un excelente ejemplo de colaboración público-privada en el terreno de la innovación, por el cual las empresas alemanas de cualquier tamaño establecen regularmente proyectos con este organismo y sus institutos cuando se enfrentan a retos tecnológicos. Otros países también se han beneficiado a través de infraestructuras similares (ITRI en Taiwán, ETRI en Corea del Sur, o TNO en Holanda), que intentan acortar la distancia entre los centros de investigación, que desarrollan innovaciones, soluciones tecnológicas o nuevos productos, y las empresas que adquieren una ventaja comparativa con ellos, sobre todo a nivel internacional. 




			Aunque la distancia en términos de gasto público en I+D respecto a las economías más avanzadas es menor que en el caso del sector privado, las administraciones públicas tienen que hacer un esfuerzo para intensificar estas actividades, particularmente en áreas estratégicas (entre ellas, la sostenibilidad medioambiental), y su eficiencia. Para ello es necesario aumentar la dotación de fondos para la investigación y, a la vez, evaluar los programas de gasto de universidades, centros de investigación y cualquier otra política científica y de transferencia de conocimiento, con el fin de utilizar estos recursos escasos de la mejor manera posible reformando aquello que no acaba de funcionar. 




			 




			2.9. Un crecimiento más inclusivo:  combatir la desigualdad 




			 




			En las dos décadas anteriores a la crisis económica se observó una tendencia gradual en la mayor parte de las economías avanzadas a una redistribución más desigual de la renta. Las causas principales de esa mayor desigualdad hay que buscarlas en la interacción entre la globalización y el progreso técnico, que ha beneficiado más aquellos individuos con mayor capital humano y mejor preparación con los que afrontar el reto de la competencia internacional. Esta tendencia no ha sido incompatible con una mejora del nivel de vida en las economías emergentes, incluso de los segmentos más desfavorecidos de su población. La globalización ha coincidido con una disminución sin precedentes de la pobreza mundial. Pero al mismo tiempo que esto ocurría, el crecimiento económico no ha afectado a todos por igual: en muchas sociedades ha sido mayor en los percentiles de la población con mayor renta per cápita, lo que se ha traducido en una disminución de la desigualdad a escala mundial y un aumento bastante generalizado a escala nacional. 




			En los años del boom, ese aumento de la desigualdad recibió una escasa atención social en España y en otros países, en buena medida porque sus efectos sobre las diferencias en consumo se vieron mitigadas por el fácil acceso al crédito y el crecimiento del empleo y de los salarios en ciertos sectores. La crisis ha provocado el empeoramiento de la distribución de la renta en casi todos los países. En España, que ya partía de niveles de desigualdad elevados, esta incidencia ha sido mayor, ya que el principal determinante de la desigualdad durante la recesión ha sido el aumento del desempleo, que afecta en mayor medida a aquellos individuos con menor capital humano y productividad y, por lo tanto, con una mayor probabilidad de ocupar empleos precarios y de bajos salarios. De hecho, el crecimiento del desempleo entre 2007 y 2013 permite explicar al menos un 80 por ciento del aumento de la desigualdad. 




			Algunos autores plantean el crecimiento y la mejora de la distribución de la renta en términos de disyuntiva aduciendo que no es factible avanzar en ambos frentes simultáneamente. En el capítulo 5 argumentaremos que, en nuestra opinión, esa elección es irrelevante para la sociedad española en la actualidad, y que es posible mejorar en ambos frentes a la vez para acercarse a los países más avanzados. Este convencimiento se basa en el hecho de que las causas profundas de la desigualdad en España son las mismas que explican en buena medida nuestro atraso relativo: una insuficiente dotación de capital humano, que además está desigualmente repartido en la población, y los elevados niveles de desempleo y precariedad. Por ello, las reformas que nos permitan superar ambas deficiencias contribuirán no sólo a aumentar el nivel de renta de todos los grupos sociales, sino a hacerlo en mayor proporción entre aquellos con unas condiciones de partida más desfavorables, con lo que se reducirá la desigualdad. En el caso de algunos trabajadores que se encuentran actualmente desempleados, un nuevo empleo supondrá previsiblemente unos ingresos inferiores a los que tenían con anterioridad a la crisis. Sin embargo, cuanto más rápidamente se reduzca la tasa de desempleo, más rápida será también la recuperación de niveles salariales más dignos incluso entre los trabajadores con menos cualificación. 




			Además de reducir el desempleo, hay que mejorar la redistribución ex ante con medidas eficaces que aseguren la igualdad de oportunidades y diseñar con mucho cuidado las medidas de redistribución ex post para evitar aquellas que generen desincentivos al esfuerzo que terminan perjudicando precisamente a aquellos a los que pretenden beneficiar. La evidencia entre los países de la UE ya mostraba que antes de la crisis España se caracterizaba por un bajo nivel de igualdad de oportunidades ex ante y una elevada redistribución ex post con la que corregir sus efectos negativos sobre la distribución de la renta. La igualdad de oportunidades depende sobre todo de la equidad en la educación, un determinante fundamental del crecimiento y del empleo, mientras que la redistribución ex post se asocia positivamente a la compresión salarial y a la redistribución impositiva, factores que pueden desincentivar el crecimiento. 




			El sistema impositivo y de transferencias de nuestro país tiene un efecto distributivo comparable al de los países más avanzados de la UE y superior al de Estados Unidos, lo que complementa el efecto de una educación y una sanidad públicas universales y la progresividad del sistema público de pensiones. Sin embargo, esta redistribución es básicamente contributiva, por lo que tiene lugar entre distintos segmentos de la clase media, dejando fuera de ésta a muchos colectivos en riesgo de exclusión. Estos colectivos han aumentado con la crisis y su situación ha empeorado significativamente, por lo que es preciso reforzar la eficacia de nuestro Estado de bienestar, que debe orientarse no sólo a sostener la renta de estas personas, sino sobre todo a mejorar su formación y empleabilidad asegurando que su situación sea transitoria. 




			Los efectos de la crisis y las tendencias subyacentes de la globalización y el progreso técnico de las últimas décadas pueden generar todavía aumentos de la desigualdad en España. Es preciso tomar medidas que eviten este peligro y que neutralicen sus efectos al menos parcialmente. Afrontar este reto es crucial para que los beneficios del crecimiento económico, del empleo y, en general, del bienestar se distribuyan de una manera justa y equitativa entre toda la sociedad, y para favorecer un crecimiento inclusivo que contribuya a afianzar la legitimación social de la economía de mercado. 




			 




			2.10. Invertir en capital humano 




			 




			La relación entre el crecimiento y los años de escolarización de la población adulta es tan estrecha que hace que esta variable sea capaz de explicar por sí sola un 80 por ciento de las diferencias en los niveles de PIB por persona en edad de trabajar entre los países de la OCDE. Países con culturas e historia muy distintas y con entornos sociales, económicos e institucionales también muy dispares. Todas las demás características que diferencian a esos países, tomadas conjuntamente, apenas explican una quinta parte de las diferencias en el PIB por persona en edad de trabajar. 




			Como analizaremos con detalle en el quinto capítulo, una población en edad de trabajar con un elevado nivel educativo incentiva la innovación en todos los frentes y el emprendimiento de nuevas actividades, y permite que las empresas dispongan de trabajadores más productivos, lo que a su vez genera efectos indirectos a través de mayores incentivos para que las empresas inviertan en capital físico y tecnológico. La abundante evidencia empírica disponible muestra que el capital humano no sólo afecta directamente a la renta per cápita y a la productividad del trabajo, sino también, indirectamente, a través de otras variables con las que interactúa. Por ejemplo, el capital humano guarda una estrecha correlación con la tasa de desempleo, que es menor cuanto mayor es el nivel educativo de los individuos. De igual manera, la tasa de actividad en el mercado, la inversión en capital físico productivo y en capital tecnológico aumentan también con el nivel de educación de la población. 




			El capital humano tiene también que ver con los costes de las regulaciones y con los indicadores de inestabilidad económica, variables que afectan negativamente a la eficiencia con la que operan las empresas. Las instituciones funcionan mejor cuando están dirigidas por equipos competentes, capaces de resolver los problemas con acierto, de regular eficazmente el funcionamiento de la economía y de crear incentivos adecuados para el crecimiento económico. Pero el conocimiento y la formación individual son también el mejor instrumento de movilidad social y de protección contra los efectos más negativos de las fluctuaciones cíclicas de la economía. Dado que su efecto se transmite fácilmente de padres a hijos, supone también un mecanismo fundamental para mejorar de forma sostenida la distribución de la renta. 




			La sociedad española puede y debe eliminar la distancia que la separa de los países con mayor cantidad y calidad de capital humano per cápita. A pesar de los esfuerzos realizados en las últimas décadas, esta distancia es todavía notable. Dado que los años medios de escolarización de la población adulta cambian muy lentamente debido a la elevada inercia de la demografía, aún tardaremos bastantes años en converger con los niveles educativos de los países líderes, incluso aumentando significativamente las tasas de escolarización en enseñanza secundaria y terciaria de la población. Para conseguir este objetivo, es necesario realizar un esfuerzo muy importante para reducir la elevada tasa de fracaso escolar que muestra España en comparación con los países de su entorno. 
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GRAFICO 1 Renta por persona en edad de trabajar en Espafia,
la UES y Estados Unidos, 1994-2014. La linea
de puntos representa el componente estructural
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CUADRO1 Desviacicn relativa entre paises de
los componentes del PIB per capita en 2013
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GRAFICO 4

Evolucién de los determinantes del PIB

por hora trabajada en Espafia y en la UES
relativa a Estados Unidos (igual a 100), 1960-2012

E
3
;)
H

[ ——————

»

=

— e UEs o EELLL

—Eta o U EELLL

s

SV

Inverstn enbDscbrePB )

Hies & esclizadondelapotoinadta

[

— G — e

Fuanis: Esboracicn o 012 0C0E

— s U EELLL





OEBPS/images/26.jpg
B - Horas

popescna P8 oejades 1w T
enedad por dedesempleo * e activdad
detabgar "I rpieads





OEBPS/images/27.jpg
GRAFICO 3 PIB por hora trabajada en Espafiay en la UES
relativo a Estados Unidos (igual a 100), 1960-2015

100

Espana

PIB por hora trabajada (EEUU. = 100)

30

1960 1965 1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 2005 2010 2015

n propiaapartde datcs o a OCDE.





OEBPS/images/25.jpg
GRAFICO 2 PIB por persona en edad de trabajar de Espafia
y de Ia UES relativo a Estados Unidos (igual a 100),
1950-2015
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GRAFICO7 Ingresos, gasto y saldo presupuestario per capita
en términos reaies
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GRAFICO 6 Evolucién del empleo en Espafia, la UES
y Estados Unidos
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